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Providencia:                             Sentencia de 27 de abril de 2016
Radicación Nro.

66001-31-05-004-2014-00457-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Carlos Antonio Muñoz Sánchez
Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Tema:
 

VALOR PROBATORIO DE DOCUMENTOS/ Certificado de historia labora adquiere la calidad de documento público o privado cuando existe prueba de su elaboración por una entidad pública o se encuentra firmado por los interesados/ Requisitos para darle valor al documento impreso de internet
“Sostiene el señor Muñoz Sánchez que en las historias laborales aportadas (…) se ven unos periodos con el mencionado empleador que se encuentran en cero desde 1º de noviembre de 1996 hasta el 31 de diciembre de 1997 y que deben de reconocerse a su favor, sin embargo, al analizar la prueba, se observa que se trata de documentos sin firmas ni signos de individualidad que señalen su origen, por lo que (…) solo tendrían valor probatorio en la medida en que hubiesen sido aceptados expresamente por Colpensiones, sin que así haya sido.”
“(…) no podrían considerarse documentos públicos, pues como se dijo anteriormente, ellos carecen de la firma del funcionario que los debía autorizar, por lo que tampoco podrían tenerse como documentos privados, en consideración a que no se encuentran suscritos por los interesados.

A más de lo anterior, nótese que los documentos aportados por el demandante (…) se pretenden electrónicos, pues en ellos se evidencia que fueron impresos por internet en determinadas fechas y horas, por lo que al ser documentos de esa índole, debían ser aportados al proceso explicando la clase de criptografía y método empleado para su reproducción, así como develar los signos que ayuden a imputar su autoría y adicionalmente relacionar el software o hardware utilizado para su elaboración; requisitos éstos que no fueron efectuados por el demandante, por lo que a los mismos no se les puede dar ningún valor probatorio (…)
PENSIÓN DE VEJEZ/ Incumplimiento del requisito de tiempo de servicio para extender el régimen de transición hasta el año 2014 y del número mínimo de semanas para acceder a la pensión de vejez con en régimen vigente
“(…) nació el 27 de marzo de 1953, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 41 años (…) al revisar la información laboral contenida en la resolución Nº GNR 68682 de 27 de febrero de 2014 (…) la cual le resulta más favorable que la contenida en la historia laboral allegada por la entidad demandada (…) pues en ella se le reconocen un total de 1158 semanas de cotización, para el 29 de julio de 2005 él tenía cotizadas 724.43 semanas de servicios, las cuales se tornan insuficientes para beneficiarse del régimen de transición hasta el año 2014.

Ahora bien, como el accionante cumplió los 60 años de edad el 27 de marzo de 2013, momento para el cual se encontraba vigente la Ley 797 de 2003, para acceder a la pensión de vejez le correspondía tener cotizadas por lo menos 1250 semanas, no obstante, como se dijo anteriormente, en toda su vida laboral acredita 1158 semanas, motivo por el que no tiene derecho a que se le reconozca la prestación económica que solicita.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintisiete de abril de dos mil dieciséis, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor CARLOS ANTONIO MUÑOZ SANCHEZ en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 17 de marzo de 2015, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2014-00457-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Carlos Antonio Muñoz Sánchez que la justicia laboral declare que es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que cumple con los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990 y con base en ello se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica desde el 27 de marzo de 2013, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor. Subsidiariamente solicita se reconozca la pensión de vejez por cumplir con los requisitos establecidos en la Ley 71 de 1988 desde el 27 de marzo de 2013.

Fundamenta sus aspiraciones en que nació el 27 de marzo de 1953, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con más de 40 años de edad; sostiene que para la fecha en que entró a regir el Sistema General de Pensiones, tiene cotizadas más de 750 semanas a ese sistema; afirma que el empleador José Giraldo Castañeda se encuentra en mora en el pago de las cotizaciones a pensión en el periodo comprendido entre el mes de noviembre de 1996 y diciembre de 1997; manifiesta que el 8 de octubre de 2013 solicitó la corrección de la historia laboral y el reconocimiento y pago de la pensión de vejez, sin embargo, frente a la primera situación planteada no hubo respuesta y respecto a la segunda la Administradora Colombiana de Pensiones negó la pensión mediante la resolución Nº GNR 68682 de 27 de febrero de 2014.

Al contestar la demanda –fls.80 a 84- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados con la fecha de nacimiento del actor, la solicitud de reconocimiento pensional y su respuesta. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación” y “Prescripción”.

En sentencia de 17 de marzo de 2015, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que en principio el señor Carlos Antonio Muñoz Sánchez es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pues a 1º de abril de 1994 tenía cumplidos 41 años de edad, no obstante, como el actor cumplió los 60 años de edad el 27 de marzo de 2013, le correspondía acreditar a 29 de julio de 2005 por lo menos 750 semanas de servicios, sin embargo, para esa calenda tan solo contaba con 723 semanas de aportes, sin que sea posible sumar semanas adicionales a las registradas por Colpensiones en la historia laboral válida para prestaciones económicas, motivo por el que consideró que no podía beneficiarse del mencionado régimen transicional hasta el año 2014; por lo que no resulta posible aplicar en su caso la Ley 71 de 1988.

Finalmente determinó que tampoco cumple el demandante con los requisitos exigidos para acceder a la pensión de vejez bajo los presupuestos de la Ley 100 de 1993, pues para el 27 de marzo de 2013 no tiene acreditadas 1250 semanas de aportes.

Por las razones expuestas negó la totalidad de las pretensiones.

Inconforme con la decisión, el señor Carlos Antonio Muñoz Sánchez interpuso recurso de apelación argumentando que en el acto administrativo por medio del cual se le negó la prestación económica, la Administradora Colombiana de Pensiones reconoce el vínculo laboral entre él y su empleador José Giraldo C., por lo que al registrarse en la historia laboral aportada con la demanda cotizaciones en cero desde 1º de noviembre de 1996 hasta el 31 de diciembre de 1997, se debe reconocer que esos periodos se encuentran en mora y de esa manera adicionar ese número de semanas a su historia laboral.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Se encuentra acreditado en el proceso la mora patronal alegada por el demandante frente al empleador José Giraldo C.?

¿Es beneficiario el señor Carlos Antonio Muñoz Sánchez del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993? 

¿Tiene derecho el accionante a la pensión de vejez que reclama?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. VALOR PROBATORIO DE LOS DOCUMENTOS SIN FIRMA

Según las voces del artículo 269 del Código de Procedimiento Civil, los instrumentos que no estén firmados ni manuscritos por la parte contra quien se oponen, solo tendrán valor probatorio si son aceptados expresamente por ésta o por sus causahabientes. 

Es cierto que esta norma se encuentra bajo el numeral 3 del capítulo de documentos en el C.P.C. que se refiere a documentos privados, pero, no es menos cierto que si bien, según los artículos 262 y 264 del C.P.C. las certificaciones expedidas por los directores de oficinas públicas hacen fe, de su otorgamiento, de su fecha y de las declaraciones que en ellos haga el funcionario que las autoriza, precisamente, la falta de firma, los hace inexistentes, y aun en gracia de discusión, en los términos del artículo 266 ibídem, ante la grave falencia formal de falta de firma, sólo podrán tenerse como documentos privados.  

Es que aun, mirando con amplitud el tema es preciso aceptar que, los documentos sin firma, o sin un signo de individualidad que señale su origen (sello, impronta o marca, señal física o electrónica), aportados a un proceso para que tengan vocación probatoria, el litigante que quiera hacerlos valer, debe afirmar en su demanda que fueron elaborados o manuscritos por la parte contra quien se oponen, de manera tal que ésta pueda aceptar o negar tal autoría, evento este último en el que la carga probatoria queda radicada en cabeza de quien lo allegó.

Frente a este tema, la Sala de Casación Laboral por medio de sentencia SL 14.236 de 30 de septiembre de 2015 radicación Nº 46.404 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, manifestó que el parámetro general para establecer la autenticidad de un documento en un proceso judicial, parte de la certeza o ausencia de duda de quien lo ha elaborado, manuscrito o firmado; no obstante, considera que aun en los casos en que tales características no se encuentren inmersas en un documento aportado como prueba, el juez por medio de la apreciación ponderada y razonada de la conducta y afirmaciones de las partes, podrá tener el convencimiento de quien lo ha elaborado y establecer su autenticidad; como en aquellos eventos en los que el documento es utilizado por la parte a quien se opone para edificar su defensa.

Ahora bien, bajo la óptica del Código General del Proceso, se encuentra que su artículo 257 establece que “Los documentos públicos hacen fe de su otorgamiento, de su fecha y de las declaraciones que en ellos haga el funcionario que los autoriza.”. Es decir, lo que establece la norma en cita, es que para que la información suministrada en un documento público tenga valor probatorio dentro de un proceso judicial, el mismo deberá estar suscrito por el funcionario que lo autoriza.

Es que nótese como dicha situación se corrobora en el artículo 259 de ese mismo cuerpo normativo, cuando se establece que “El instrumento que no tenga carácter de público por incompetencia del funcionario o por otra falta en la forma se tendrá como documento privado si estuviere suscrito por los interesados.”, lo que indica que aquellos instrumentos que, anunciados como públicos, carezcan de las características propias de éstos, se podrán tener como documentos privados, con la condición que se encuentren suscritos por el funcionario, pero la falta de firma los hará inapreciables. 

2. COMO DEBE APORTARSE EL DOCUMENTO ELECTRONICO AL PROCESO

De otro lado, cuando se trata de documentos electrónicos, para su valoración, siguiendo en ello al ilustre tratadista Dr. Jairo Parra Quijano en su obra “Manual de Derecho Probatorio” se puede afirmar que son varias las formas como pueden ser aportados al proceso judicial los documentos que se encuentran en medios electrónicos, algunas de ellas son: i) La grabación que se haga de éstos en un cd, si es de audio y video en dvd, ii) La impresión en papel  de la documentación que se quiere hacer valer y cuando éstos sean documentos con o sin firma digital se debe explicar además, la clase de criptografía y método empleado, así como los signos que ayuden a imputar su autoría e igualmente debe relacionarse el software o hardware utilizado para su elaboración.

EL CASO CONCRETO

Afirma el señor Carlos Antonio Muñoz Sánchez en la sustentación del recurso de apelación, que la Administradora Colombiana de Pensiones en la resolución Nº GNR 68682 de 27 de febrero de 2014 –fls.208 a 210- aceptó la relación laboral sostenida entre él y el señor José Giraldo Castañeda, sin embargo, al observar dicho acto administrativo, lo que se evidencia realmente es que Colpensiones registra dentro de la historia laboral del accionante 30 días de cotización reportados por ese empleador para el mes de octubre del año 1996, sin que con él se tenga en cuenta más ciclos de cotización.

Sostiene el señor Muñoz Sánchez que en las historias laborales aportadas por él –fls.46 a 64- se ven unos periodos con el mencionado empleador que se encuentran en cero desde 1º de noviembre de 1996 hasta el 31 de diciembre de 1997 y que deben de reconocerse a su favor, sin embargo, al analizar la prueba, se observa que se trata de documentos sin firmas ni signos de individualidad que señalen su origen, por lo que de acuerdo con lo establecido en el C.P.C., solo tendrían valor probatorio en la medida en que hubiesen sido aceptados expresamente por Colpensiones, sin que así haya sido.

Es que al estudiar el caso bajo los parámetros planteados por la Sala de Casación Laboral, no se evidencia elemento alguno dentro del proceso que permita colegir que esas historias laborales fueron elaboradas por la Administradora Colombiana de Pensiones, pues ni siquiera la defensa de esa entidad estuvo edificada con base en esas pruebas. 

Ahora bien, si se analizara la situación bajo los parámetros establecidos en el C.G.P., se tendría que los documentos aportados por el señor Carlos Antonio Muñoz Sánchez no podrían considerarse documentos públicos, pues como se dijo anteriormente, ellos carecen de la firma del funcionario que los debía autorizar, por lo que tampoco podrían tenerse como documentos privados, en consideración a que no se encuentran suscritos por los interesados.

A más de lo anterior, nótese que los documentos aportados por el demandante –fls.46 a 64- se pretenden electrónicos, pues en ellos se evidencia que fueron impresos por internet en determinadas fechas y horas, por lo que al ser documentos de esa índole, debían ser aportados al proceso explicando la clase de criptografía y método empleado para su reproducción, así como develar los signos que ayuden a imputar su autoría y adicionalmente relacionar el software o hardware utilizado para su elaboración; requisitos éstos que no fueron efectuados por el demandante, por lo que a los mismos no se les puede dar ningún valor probatorio dentro del presente ordinario laboral.

Dilucidado lo anterior, se procederá a verificar si el accionante cumple los requisitos exigidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y en el Acto Legislativo 01 de 2005 para beneficiarse del régimen de transición hasta el año 2014. 

Según el registro civil de nacimiento emitido por la Registraduría Nacional del Estado Civil –fl.34- el señor Muñoz Sánchez nació el 27 de marzo de 1953, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 41 años de edad, no obstante, al revisar la información laboral contenida en la resolución Nº GNR 68682 de 27 de febrero de 2014 –fls.208 a 210-, la cual le resulta más favorable que la contenida en la historia laboral allegada por la entidad demandada –fls.200 a 204- pues en ella se le reconocen un total de 1158 semanas de cotización, para el 29 de julio de 2005 él tenía cotizadas 724.43 semanas de servicios, las cuales se tornan insuficientes para beneficiarse del régimen de transición hasta el año 2014.

Ahora bien, como el accionante cumplió los 60 años de edad el 27 de marzo de 2013, momento para el cual se encontraba vigente la Ley 797 de 2003, para acceder a la pensión de vejez le correspondía tener cotizadas por lo menos 1250 semanas, no obstante, como se dijo anteriormente, en toda su vida laboral acredita 1158 semanas, motivo por el que no tiene derecho a que se le reconozca la prestación económica que solicita.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 17 de marzo de 2015.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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